
1. INTRODUCCION

Para aproximarnos al concepto de fe pública, comencemos por
descomponer los elementos que componen esta expresión lingüística:
“fe” y “pública.”

La fe, según una definición clásica, es creer en lo que no vemos
por revelación de un testigo. Un objeto, un hecho presente a nuestros
sentidos (v i d e n t i a), a nuestro conocer directo, es una realidad evidente.
Tenemos la evidencia de esa realidad percibida, y formamos respecto de
ella un juicio de razón, un acto de juicio, asintiendo al objeto por su ma-
nifestación concreta. Este acto de asentimiento se produce no sólo en to-
do acto de juicio, sino también en todo acto de fe.

Cuando el objeto o hecho es evidente, esto es, cuando se presenta
ante nuestros sentidos, el asentimiento es acto de conocimiento: basta co-
nocer, sin que intervenga la voluntad, para formular el juicio. Cuando el
objeto o hecho no es evidente, esto es, cuando está lejos de nosotros en
el tiempo o en el espacio, el acto de asentimiento no se verifica, o si se
verifica es por la influencia de algo que, ajeno al objeto mismo y al suje-
to, inclina y vence la voluntad o tendencia natural a verificarlo todo antes
de asentir. En este último caso se da el acto de fe. Ese algo extrínseco que
logra y obtiene el asentimiento a un objeto o hecho no evidente se llama
autoridad, y el poder persuasivo de la narración o revelación de esa auto-
ridad varía según el origen o carácter de dicha autoridad.1

1 Cf. NUÑEZ LAGOS, Rafael; Hechos y derechos en el documento público. Edit. UNA, La Plata,
1969, págs. 28-30.
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Por el origen de la autoridad, los actos de fe pueden clasificarse
en: actos de fe religiosa (revelados por Dios) y actos de fe humana (decla-
rados por los hombres). A su vez, la autoridad humana puede ser pública
o privada, y ambas pueden manifestarse por escrito o verbalmente. Ver-
balmente, tanto la autoridad pública como la privada producen el testi-
monio: son testigos. Por escrito, la autoridad pública como tal, es decir en
su actividad pública, produce el documento público, y su fe o credibili-
dad se llama, por tal motivo, “fe pública”: y la persona privada produce
el documento privado, que podrá tener cierto grado de credibilidad, pero
que jamás será fe pública.

En la fe privada la credibilidad de lo relatado o testimoniado de-
pende de la credibilidad que nos merezca la persona del relator (confian-
za). En la fe pública tal relación no se da: la credibilidad de lo relatado o
testimoniado por el oficial público no depende de la credibilidad personal
que cada individuo tenga sobre su persona.

En cuanto al fundamento de la fe pública, se han dado en la doc-
trina distintos argumentos. Así, para MENGUAL Y MENGUAL2 su fundamento
radica en la necesidad de la sociedad, para lograr la estabilidad y armo-
nía, de dotar a las relaciones jurídicas de fijeza, certeza y autoridad, a fin
de que las manifestaciones externas de estas relaciones sean garantía para
la vida social y jurídica de los ciudadanos y hagan plena prueba ante to-
dos y contra todos. Y para OTERO Y VALENTIN “…la fe pública es de la so -
ciedad y debe prestarse por igual a todos sus miembros…” “(Es) …testi -
monio público de la sociedad porque ella lo da mediante sus órganos y lo
acepta. La sociedad necesita certeza de la verdad jurídica de los derechos
con relación al tiempo y como expresión de quien ejerce potestad…” 3

La doctrina uniforme llama fe pública a la calidad de determina-
dos documentos, suscriptos por funcionarios u oficiales públicos cuyas
aseveraciones, cumplidas determinadas formalidades, tienen la virtud de
garantizar la autenticidad de los hechos narrados y, por consiguiente, su
validez y eficacia jurídica. Decimos “autenticidad de lo narrado”, que es
la verdad de lo acontecido, sin que ello signifique sentar un juicio subjeti-
vo de verdad, el que pertenece de modo absoluto a la conciencia de los
sujetos. Si el contenido de los documentos con fe pública fuera la verdad
esencial, estaríamos en presencia de la infalibilidad. No existe texto legal
ni sistema jurídico alguno que confiera semejante virtud a los documentos
públicos.

2 MENGUAL Y MENGUAL, José María; Elementos de Derecho Notarial. Edit. Bosch, Barcelona, 1933.
T.II, vol. VI, pág.116.

3 OTERO Y VALENTIN; Sistema de la función notarial. Edit. Artes N. Poncell, Barcelona, 1933, pág.
86.
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La seguridad y la certeza de los derechos suponen su recíproco
respeto, sin el cual no existiría paz social. En la misma medida de su cre-
ciente complejidad, su protección necesita de un ordenamiento mediante
proposiciones normativas basadas en una conducta social que contempla
módulos colectivos de conducta. Así quedarán delimitadas la esfera de lo
legítimo y la fe que lo legítimo inspira. La certeza de que esos derechos
que nos asisten no dependen de reconocimientos circunstanciales ni sur-
gen de coacción autoritaria, ni que deben defenderse con la violencia físi-
ca como en tiempos de nuestros antepasados, esa certeza se da en la fe
pública.

GIMÉNEZ ARNAU distingue la fe pública en su carácter de creencia
común o vulgar acerca de la exactitud de los hechos, y establece su dife-
rencia con la acepción técnica: “Jurídicamente la fe pública supone la
existencia de una verdad oficial cuya creencia se impone en el sentido de
que no se llega a ella por un proceso espontáneo de nuestro albedrío, si-
no por virtud de un imperativo jurídico o coacción que nos obliga a tener
por ciertos determinados hechos o acontecimientos, sin que podamos de-
cidir sobre su objetiva verdad…”4

La fe pública no es optativa, es imperativa. Se da aun cuando no
se tenga fe en ella. En la organización estatal debe existir, indispensable-
mente, la fe pública. No se trata de que el ciudadano tenga plena confian-
za o una absoluta creencia sobre la fe pública: es una imperiosa necesi-
dad jurídica que obliga a tener como indubitables los hechos que suce-
den y las situaciones que se producen bajo la protección y garantía de la
fe pública.

Ni las leyes, ni las sentencias judiciales ni los documentos notaria-
les podrían ser eficaces si a cada momento pudiese ponerse en duda la le-
gitimidad o la autenticidad de su contenido. La fe pública es la confianza
que exige la ley en los actos aseverados por autoridad u oficial público,
previo cumplimiento de las solemnidades establecidas en cada caso5. Se
sostiene que la fe pública es fe del Estado, y que la imposición de autenti-
cidad se confunde con la fe pública. Más evidente resulta que esta última
es anterior: la convicción del Estado se ha producido antes que la suposi-
ción. Consecuentemente, la fe pública es la convicción del Estado acerca
de la certeza de un hecho o de una relación jurídica que se impone a los
particulares, con independencia de su creencia individual.

4 GIMENEZ ARNAU, E; Introducción al Derecho Notarial. Madrid, 1941, pág. 25. Y Derecho Notarial
español. Edit. Universidad de Navarra, Pamplona, 1964, vol. I, pág. 29.

5 Cf. AZPEITIA, POU y TORNELL, citados y transcriptos en GIMEMENZ ARNAU, obra citada última-
mente, vol. I, págs. 31-33.
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2. CARACTERES. FASES. NOTAS

Hemos dicho que el acto de fe, en la fe humana, se refiere a un
hecho no evidente, es decir, sin inmediación. Y este acto de fe lo realiza
un sujeto creyente, en sustitución de un acto de juicio, no realizado por él
pero sí por otro sujeto para quien el hecho ha sido evidente. NUÑEZ LAGOS

nos clarifica esta idea con el siguiente ejemplo: “…yo no he visto un áto-
mo. Creo en el átomo, para mí inevidente, porque unos sabios, dignos de
todo crédito, me lo han testimoniado. Para mí, el átomo es un acto de fe.
Para ellos, objeto evidente y acto de razón. Acto de fe y acto de razón o
juicio, guardan entre sí una correlación análoga a la de prueba y forma y
son perfectamente canjeables. El acto de fe, como el billete de banco de
las épocas felices, es canjeable por el oro evidente de un juicio de razón.
Yo puedo comprobar y hacer evidente para mí el átomo…”6

Siempre que sea posible el canje entre el acto de fe y su corres-
pondiente acto de juicio, estamos en presencia de fe humana privada: tes-
tigos. Cuando este canje entre el acto de fe y el acto de juicio no sea posi-
ble, cuando el acto de fe sea imperativamente impuesto por la ley, esta-
mos en presencia de fe humana, pero pública. La fe pública exige un acto
de fe por parte de quienes no tuvieron la evidencia de un hecho, y sustitu-
ye el hecho objeto del acto de fe por la narración escrita de ese hecho
efectuada por el oficial público competente, de modo tal que sin la sen-
tencia civil o penal de falsedad –en cuyo caso se destruye la fe pública–
no será legalmente admisible el canje de la narración (objeto inevidente
para el destinatario) por el hecho efectivamente ocurrido (objeto eviden-
te). La fe pública se presenta así como una narración eficaz por sí misma,
como un texto documental de curso forzoso, sin reversión al hecho narra-
do, sin reintegro en evidencias concretas.

A la adecuación del hecho (factum) con su narración documental
(dictum) se le llama verdad. A una protección especial, extraordinaria, del
dictum o texto se le llama fe pública. El dictum siempre representa al ac -
t u m. Esta representación generalmente es reversible: puede prescindirse
del dictum para atenerse al actum; dictum (hecho representativo) y actum
(hecho representado) son intercambiables. Cuando la ley impide ese inter-
cambio, cuando el dictum es irreversible, estamos en presencia de la fe
pública. La fe pública es un texto documental (dictum) de curso forzoso,
sin canje posible por el hecho narrado (actum), a no ser por medio de la
argución de falsedad.

Este valor especial atribuido a ciertos documentos es objetivo, aje-
no al juez. Lo impone la ley que, por razones de seguridad jurídica, admi-

6 NUÑEZ LAGOS, Rafael; obra citada últimamente, pág. 31.
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te la preconstitución de prueba. El documento con fe pública tiene una
presunción de verdad que lo hace creíble mientras no se demuestre su fal-
sedad, y se impone erga omnes por tratarse de un documento fehaciente.

Señala COUTURE: “Dada la fe pública del instrumento, debe ser la
suposición de la verdad de sus elementos, a menos que se demuestre la
falsedad, en cuyo caso debe ser verdad la que surja del conjunto de otras
pruebas. Podemos concluir que se impone el principio de credibilidad
coactiva: hay una verdad impuesta”7.

Cuatro son, según NUÑEZ LAGOS8, las fases de la fe pública:

a) Una fase de evidencia: que requiere que el autor del documen-
to perciba el hecho a través de sus sentidos, o narre hechos propios.

b) Una fase de solemnidad: que exige que el acto de evidencia se
produzca en un acto ritual de solemnidad, regulado en cuanto a sus for-
malidades, las que actúan como garantías legales para la fiel percepción,
expresión y conservación del hecho histórico.

c) Una fase de objetivación: que requiere que el hecho percibido
sea reflejado o plasmado en un objeto corporal: pasar de la “dimensión
acto” a la “dimensión papel”.

d) Una fase de coetaneidad: que exige que las tres fases anteriores
(la evidencia, la ceremonia del acto solemne, y su conversión en papel) se
produzcan simultáneamente: unidad de acto. A punto tal que todo lo que
queda fuera de la unidad de acto, queda fuera de la fe pública. 

La unidad de acto requiere:

• Identidad de personas durante todo el transcurso del acto
• Identidad o unidad de asunto
• Unidad de tiempo
• Unidad de espacio
• Unidad de contexto (unidad de documento)
• Unidad de consentimiento y lectura.

7 COUTURE, Eduardo J.; El concepto de fe pública. Separata de “Revista del Notariado” Nº 646. Bue-
nos Aires, 1947,  pág. 58, Nº 61.

8 NUÑEZ LAGOS, Rafael; La fe pública. En “Revista de Derecho Notarial”, Nos. 17 y 18, Madrid,
1957, págs. 15-16. Y en “Revista Internacional del Notariado”, Nº 39, Buenos Aires, 1958, pág. 305.
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Agregamos por nuestra parte que la evidencia implica tres aspec-
tos:

a) En primer lugar, i n m e d i a c i ó n, es decir, presencia efectiva del
oficial público ante el hecho o el documento, y contacto directo con él. Si
el oficial público no está presente, nada más tiene sentido: no hay posibi-
lidad alguna de fe pública. Por tanto, si se demuestra que éste no estuvo
presente, nada más habrá que probar para hacer caer la presunción de
autenticidad del instrumento.

b) En segundo lugar, la evidencia sólo puede referirse a la existen-
cia material del hecho (es decir, a su afectivo acaecimiento) o del docu-
mento y de sus características y condiciones físicas. Para que un objeto
pueda ser captado por la evidencia debe ser material (esto es, debe ocu-
par un lugar en el tiempo y en el espacio), porque sólo puede percibirse
sensorialmente lo material. Se excluyen por ende los juicios, las opinio-
nes, las creencias, los sentimientos, y todo otro fenómeno similar, dado
que éstos no pueden pesarse, medirse ni probarse de manera cierta e in-
discutida. Por tanto basta con demostrar que la dación de fe recae sobre
alguna cuestión no material para desvirtuar la aparente fe del instrumento.

c) Finalmente debe existir una efectiva percepción del hecho por
parte del oficial público. No basta con que un objeto sea perceptible para
que caiga bajo la protección de la fe pública: debe ser “realmente” perci-
bido por el oficial público. Que el oficial público esté presente, y que el
objeto sea material (y por ende, perceptible),  no garantiza una efectiva
percepción. Hace falta, además, que el oficial público perciba el objeto.
Si esto no ocurre, ya sea porque desde su ubicación no le es posible per-
cibir el objeto, o porque por distracción propia o por interferencia la per-
cepción no tiene lugar, no hay fe pública. Por tanto, basta con probar al-
guno de estos extremos para hacer caer la aparente fe del instrumento.

Además, la solemnidad  requiere que la evidencia tenga lugar
dentro de un contexto marcadamente formalista, de manera tal que el rito
selle y garantice la pureza y la seriedad de la percepción.

En cuanto a la objetivación, ella brinda protección documental al
hecho, le da su límites y le fija su contenido en la dimensión espacial. To-
do lo que queda fuera del documento queda fuera del amparo de la fe pú-
blica. Por tanto, todo lo que ocurre y es percibido por el oficial público
cumpliendo el rito de la ley, pero no queda reflejado en el instrumento,
puede probarse por otros medios, pero nunca tendrá la presunción de au-
tenticidad del instrumento público. La objetivación selecciona el alcance
de la fe pública:  lo que no pase del actum al dictum quedará fuera del
paraguas protector de la fe pública. 

92 - REVISTA NOTARIAL Nº 932

DOC-932-Carrica.qxd  8/6/06  07:32  Página 6



Y, finalmente, la coetaneidad exige la concurrencia en un mismo
momento de todos los elementos que integran el acto. Impide que se in-
troduzcan modificaciones o añadidos al texto documental luego de
concluido y suscripto por los otorgantes y/o el oficial público, como
asimismo que la objetivación tenga lugar con diferencia temporal
respecto de la evidencia solemne, más allá del margen razonable que
requiere la documentación (esto es, el tiempo que efectivamente
demanda plasmar en papel, con arreglo a las formalidades de la ley, la
percepción del hecho). Completa así la protección documental del hecho,
fijando su contenido en la dimensión temporal.

Las n o t a s de la fe pública son dos: exactitud e integridad. L a
exactitud se refiere al hecho histórico en tiempo presente, y exige la fide-
lidad, la adecuación de la narración al hecho, la identidad entre el actum
y el dictum. Es la garantía de que lo que el documento expresa es lo que
sucedió en la realidad, la garantía de correspondencia entre la realidad y
su reflejo documental.

La exactitud puede ser: 

a) natural: se refiere a la narración completa de un hecho delimi-
tado entre determinados límites de tiempo: unidad de acto o tiempo de
presencia funcionarista; 

b) funcional: se limita a lo que del hecho interesa a un asunto o a
la ley.

La integridad es la exactitud proyectada hacia el futuro. Sostiene
NUÑEZ LAGOS: “La integridad en cuanto al presente no sería más que un
aspecto de la exactitud: toda la verdad, el hecho histórico completo, sin
omisión ni mutilación alguna, vendría a ser un duplicado de la exacti -
tud”9. Los hechos auténticos, como lo desarrollaremos más adelante, son
actos propios del oficial público o actos ajenos cumplidos en su presencia
y percibidos por sus sentidos. Estos hechos son, además de auténticos, in-
mutables y, por tanto, salvo sentencia judicial firme que declara su false-
dad, nacen y subsisten íntegros, sin posible modificación ni extinción. Por
otra parte, los hechos autenticados son aquellas declaraciones efectuadas
por los otorgantes ante el oficial público, cuya sinceridad de contenido a
éste no le consta. Estos hechos pueden ser modificados por un acto poste-
rior a la declaración por parte de los mismos otorgantes, pero no pueden
ser modificados en perjuicio de terceros.

9 NUÑEZ LAGOS, Rafael; obra últimamente citada, pág. 38.
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La integridad de la fe pública asegura que fuera del documento no
existe nada más que sea oponible a terceros. En otras palabras: todo lo
que el documento refleja y nada más que lo que él refleja es lo único que
existe para los terceros. La nota de integridad encuentra su antecedente
en la unidad de acto sustantiva del derecho romano, de extrema rigidez,
según la cual el negocio jurídico quedaba necesariamente completo; no
había posibilidad de añadirlo, modificarlo o contradecirlo posteriormente:
todo hecho que quedaba fuera del acto único era inexistente. En este sis-
tema se excluía toda eficacia, incluso entre partes, de los denominados
“contradocumentos” y se consagraba la llamada “presunción de perma -
nencia”.

La presunción de permanencia se fue desvirtuando posteriormente
por la aparición y difusión de los contradocumentos. No se trata de atacar
la exactitud de la fe pública: simplemente se le oponen pactos posteriores
celebrados entre las mismas partes, que modifican o extinguen sus decla-
raciones de voluntad anteriores. Entre la ineficacia absoluta y la eficacia
total de estas modificaciones o extinciones posteriores, nuestro derecho se
inclina por la eficacia relativa, es decir, la eficacia sólo entre las partes: el
primer texto documental subsiste íntegro, pero sólo para terceros . Así el
Art. 996 del Código Civil argentino establece: “El contenido de un instru -
mento público puede ser modificado o quedar sin efecto alguno por un
contra-instrumento público o privado que los interesados otorguen; pero
el contradocumento privado no tendrá ningún efecto contra los sucesores
a título singular, ni tampoco lo tendrá la contra-escritura pública, si su
contenido no está anotado en la escritura matriz, y en la copia por la cual
hubiese obrado el terc e r o ” . Y VÉ L E Z SA R S F I E L D lo justifica en la nota al
artículo10.

La integridad es la garantía de que lo que el documento dice será
mantenido así en el tiempo, sin modificación alguna. Y de que, de ocurrir
una modificación resuelta por los otorgantes del documento, la misma
será dada a conocer a los terceros por medio seguro y fehaciente, y sólo
en tal supuesto esa modificación les será oponible.

La integridad de la fe pública en beneficio de terceros es una con-
secuencia de la eficacia erga omnes de la exactitud. Si el hecho que moti-

10 Nota al Art. 996 Código Civil: “El contra-documento es un acto destinado a quedar secreto, que
modifica las disposiciones de un acto ostensible. En presencia de estas dos disposiciones contrarias,
la una verdadera pero ignorada, y la otra falsa pero la única conocida, la ley debe declarar que los
efectos del acto ostensible podrán siempre ser invocados por los sucesores singulares. Cuando yo
he comprado la casa de Pablo, y reconozco por un acto que queda reservado que la venta ha sido
fingida, esta declaración no podrá tener ningún efecto contra mis sucesores singulares en aquella
casa; y si deslealmente la vendo o la hipoteco, el que hubiese adquirido de mí conservaría a pesar
del contra-documento el derecho que habría adquirido como si mi dominio aparente en la cosa hu-
biese sido positivo…”.
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va el otorgamiento es eficaz incluso contra terceros, con más razón ha de
ser eficaz a favor de terceros. Todo lo que esté comprendido dentro de la
unidad de acto formal del hecho que motiva el otorgamiento tiene efectos
en contra y a favor de terceros. 

En otras palabras, si la ley manda a los terceros creer en lo que no
han percibido, en lo que no les ha sido evidente, asegurándoles que suce-
dió como el documento público dice que sucedió, no puede castigarlos
luego con la aparición de declaraciones posteriores que modifiquen o de-
jen sin efecto el contenido inicial del mismo y que no hayan podido co-
nocer. De otra manera los castigaría por haber creído en lo que ella mis-
ma les mandó creer.

3. CLASES DE FE PUBLICA

Dos son los criterios utilizados para clasificar a la fe pública: por
el objeto de evidencia, y por el sujeto investido de la fe.

a) Por el objeto de evidencia la fe pública se clasifica en originaria
y derivada. 

La fe pública originaria es aquella en la que el objeto de la evi-
dencia es un hecho, sea percibido por el oficial público a través de sus
sentidos o cumplido por él mismo. En otras palabras, en la fe pública ori-
ginaria el oficial público da fe de la existencia material de los hechos aje-
nos sucedidos en su presencia, o de los hechos que él mismo realiza. Es,
por ejemplo, el caso de la escritura matriz, en la que el escribano da fe de
todo lo sucedido en la audiencia y que percibe por sus sentidos, como
asimismo de todos los actos o diligencias que él mismo practica.

La fe pública derivada es aquella en la que el objeto de la eviden-
cia está constituido por un d o c u m e n t o que el oficial público tiene a la
vista. Se trata de una fe refleja, basada en la fidelidad a un documento
que es, generalmente, un documento con fe pública originaria.

La fe pública derivada presenta, a su vez, dos variantes: de primer
grado y de segundo grado. La fe pública derivada de primer grado se re-
fiere a las copias o reproducciones extraídas de un documento original, y
se formaliza generalmente con la expresión “concuerda con su original
que tengo a la vista”, “concuerda con su matriz”, “es copia fiel de su ori-
ginal que tengo a la vista”, u otras semejantes. Podemos citar como ejem-
plo la primera copia de una escritura pública.
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La fe pública derivada de segundo grado se refiere a las copias o
reproducciones extraídas a partir de otra copia o reproducción. Esta fe no
se impugna nunca directamente por falsedad mediante el procedimiento
de la argución: se exige previamente ejercer una pretensión de comproba-
ción que en el derecho español recibe el nombre de “cotejo” 11. Tal pre-
tensión no se limita a la exhibición del documento original, sino que im-
plica provocar la actividad judicial y sus facultades decisorias para la
comprobación, e incorporar su resultado al proceso o a las diligencias
previas como un hecho definitivo. 

b) Por el sujeto sobre el cual recae la investidura, la fe pública
puede ser judicial, notarial o administrativa.

La fe pública judicial es la que corresponde a los actuarios o
secretarios de los tribunales de justicia, tanto unipersonales como
colegiados. Por su forma y contenido, por ser relatos o reconocimientos
que están contenidos en actuaciones judiciales o en los pronunciamientos
decisivos del juez, la fe pública judicial se origina en el ámbito procesal
circunscripto a las cuestiones y asuntos sometidos a su decisión, es decir,
en presencia de conflicto. Se trata, a primera vista, de una función
autenticadora similar a la del notario, pero se diferencia de esta última en
cuanto a la modalidad de la intervención del oficial público y a la
consiguiente eficacia constitutiva de las relaciones jurídicas12.

Cabe destacar que la fe pública judicial no corresponde a los jue-
ces o magistrados, ya que éstos no dan fe, sino que condenan, absuelven,
sancionan, declaran derechos, dan por probados ciertos hechos, etcétera.
No dan testimonio de actos ajenos, sino que ejecutan actos propios en
nombre del Estado garante de la justicia.

La fe pública judicial también presenta las dos modalidades ante-
riormente señaladas: originaria y derivada. La fe pública judicial origina-
ria, consecuencia de la evidencia y coetaneidad de los hechos, tiene lugar
cuando el actuario da fe de la realización de los actos cumplidos ante él
por el juez o por otros sujetos del proceso. La fe pública judicial derivada
se da cuando el secretario judicial certifica las copias o testimonios de los
documentos que tiene a la vista, o el cumplimiento de determinados re-
caudos procesales que constan en el expediente respectivo.

La fe pública notarial es la que corresponde a los notarios o escri-
banos de registro, es decir, a aquellos  que se hallan investidos con el po-

11 NUÑEZ LAGOS, Rafael; obra últimamente citada, pág. 43.
12 HIRAM POZZO, José; Voz “fe pública”. En “Enciclopedia Jurídica Omeba”, Edit. Omeba, Bs.As.,

1974,  t. XII, pág. 67.
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der o facultad certificante para actuar en un registro notarial. Segregada la
función notarial de los estrados judiciales, heredada la misión que duran-
te siglos estuvo a cargo del juez, el notario, por imperio de la ley, es ahora
el nuevo órgano o sujeto que en el orden jurídico constituye el elemento
activo de la verdad, a la que confiere certeza objetiva y  consiguiente
eficacia.

La fe pública notarial no se circunscribe, como se ha sostenido
durante largo tiempo, a la actuación protocolar, es decir, a la autorización
de escrituras públicas y demás documentos nacidos en el protocolo. Se
extiende a toda actuación del notario, dentro de su competencia en razón
de la materia, del territorio y de las personas, que certifique la realización
de hechos ocurridos en su presencia o cumplidos por él mismo, o la au-
tenticidad de las reproducciones a partir de los documentos originales
que le son exhibidos.

Al igual que en la categoría anterior, la fe pública notarial puede
ser originaria o derivada. Hay fe pública notarial originaria cuando el no-
tario tiene como objeto de evidencia hechos ocurridos en su presencia y
que percibe por sus sentidos (por ejemplo: la entrega de dinero, valores o
cosas; la comparecencia de los otorgantes; la exhibición de documentos;
el hecho de declarar) o hechos cumplidos por él mismo (por ejemplo: la
lectura del documento, el cotejo de certificados y documentos, las notifi-
caciones). Hay fe pública notarial derivada cuando el notario tiene como
objeto de evidencia un documento original y otro documento reproduci-
do (copia) y certifica su fidelidad (por ejemplo: expedición de primeras y
ulteriores copias; certificación de fotocopias y extractos).

Finalmente, existe también la fe pública administrativa, que es la
atribuida a funcionarios o agentes estatales y que se dirige a la función
autenticadora en general de disposiciones, decretos, acuerdos, resolucio-
nes, declaraciones y registraciones.

Al respecto cabe destacar que no debe confundirse la fe pública
de los documentos administrativos con la eficacia de los actos administra-
tivos. El acto administrativo es un acto por el cual el Estado, a través de
sus funcionarios, manifiesta su voluntad: da órdenes, impone deberes y
obligaciones, crea derechos, reglamenta, aprueba, impugna, rechaza, san-
ciona, perdona, exime, contrata, etcétera. El funcionario que ejecuta el
acto administrativo no realiza una labor fedante, sino que actúa como ins-
trumento del Estado para que éste se exprese. El funcionario administrati-
vo no es testigo del acto:  es su protagonista. En cambio, en el documento
administrativo sí se dan las características, fases y efectos propios de la fe
pública.
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En la fe pública administrativa son más frecuentes los documentos
que tienen fe pública derivada: se trata de las copias oficiales de las leyes,
decretos, resoluciones, disposiciones, asientos registrales, padrones, etcé-
tera. En el documento administrativo el funcionario o agente estatal no es
autor del acto administrativo: es testigo, certificante, espectador
calificado.

Aclaramos  que la fe pública es una sola, que no hay tres distintas
(judicial, notarial y administrativa), sino que esta clasificación es didácti-
ca, y responde a la necesidad de mostrar cómo se manifiesta a través de
diversos sujetos públicos. En este mismo sentido afirma PONDÉ: “La ‘fe pú -
blica’ es una aunque hay circunstancias de forma que hacen que se exte -
riorice a través de diversas funciones públicas, provocando la sensación
de que no se trata simplemente de una forma de ejercitación, sino que pa -
recieran ser distintas, y eso justifica que lleve a muchos autores a una ca -
lificación divisionista… Naturalmente, la variedad de esas situaciones que
pueden originarse y las características tipificantes de los órganos o de las
personas que pueden ser quienes asignan la certidumbre fedante pública,
incita también a buscar determinaciones calificantes de esa expresividad
de la ‘fe pública’ y caer entonces en lo común de la división de la ‘fe
pública’.” 13

4. CONTENIDO Y ALCANCE DE LA FE PUBLICA

En todo instrumento público debemos distinguir dos tipos de ma-
nifestaciones: las manifestaciones auténticas y las manifestaciones autenti-
cadas14.

Son manifestaciones auténticas aquéllas que efectúa el oficial pú-
blico y se refieren a la existencia material de los hechos que él presencia
y percibe por sus sentidos, o los que  él mismo realiza. Estas manifestacio-
nes gozan de una presunción de autenticidad calificada que sólo puede
desvirtuarse por sentencia judicial firme que declara su falsedad, resulta-
do que sólo puede obtenerse por la vía procesal de la argución de false-
dad. Como ejemplos podemos citar: la entrega de dinero, valores o cosas
en presencia del oficial público; la comparecencia; la lectura.

13 PONDE, Eduardo B.; Tríptico notarial. Edit. Depalma, Bs.As., 1977, pág. 32.
14 La doctrina notarial los denomina “hechos auténticos” y “hechos autenticados”. Nosotros preferi-

mos la denominación de manifestaciones, dado que la autenticidad no se refiere al hecho en sí (es-
te, como tal, no puede ser auténtico o no auténtico: sólo es o no es), sino a la representación docu-
mental de ese hecho. Dicho de otro modo: lo auténtico no es el factum sino el dictum, en tanto se
corresponda con el actum. Por otra parte aclaramos que bajo la denominación de “manifestacio-
nes” incluimos a las declaraciones y a las afirmaciones.
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Son manifestaciones autenticadas aquéllas que efectúan los otor-
gantes del instrumento y se refieren a hechos cumplidos por ellos antes y
fuera del contexto de la audiencia, es decir, en ausencia del oficial públi-
co, o por lo menos fuera del instrumento público. Estas manifestaciones
también gozan de presunción de autenticidad, pero su impugnación se
realiza a través de la acción de simulación o fraude en su caso. Como
ejemplos tenemos: la afirmación del vendedor de haber entregado la po-
sesión del inmueble al comprador; la afirmación del comprador de haber
abonado al vendedor el precio de la compraventa;  la afirmación del ven-
dedor de no conocer la existencia de embargos ni inhibiciones.

En este punto de nuestro análisis debemos detenernos y hacer al-
gunas precisiones: la referencia a la manifestación (afirmación o declara-
ción) como hecho, “el manifestar” (declarar o afirmar), es manifestación
auténtica, pues al oficial público le consta por percepción directa. Pero la
referencia al contenido de la manifestación, “lo manifestado” (declarado
o afirmado), es manifestación autenticada, ya que al oficial público no le
consta su sinceridad. 

Las manifestaciones auténticas son las únicas alcanzadas por la fe
pública y, por consiguiente, las únicas atacables por el procedimiento de
la argución de falsedad. Sólo en cuanto a ellas es posible hablar de false-
dad.

Las manifestaciones autenticadas reciben este nombre porque, no
obstante no gozar de certidumbre en cuanto a su sinceridad, quedan au -
tenticadas por el contexto en que son realizadas: el instrumento público.
La ley presume, dadas la solemnidad y las características del instrumento
y la presencia del oficial público, que los otorgantes son sinceros en sus
manifestaciones, que no mienten y, además, que son libres al efectuarlas.
Por tal motivo “contagia” de autenticidad a sus dichos. NUÑEZ LAGOS afir-
ma al respecto: “Los líquidos toman la forma del vaso que los contiene.
Lo declarado toma la forma de la declaración. ‘El hablar’, ‘el declarar’ o
declaración es forma auténtica, y por accesoriedad da autenticidad a lo
declarado. Lo declarado no es auténtico, pero resulta autenticado… Esta
declaración de verdad del compareciente puede referirse a hecho propio
o ajeno. a) Frente al hecho ajeno, el declarante es un testigo. Es prueba
testifical que no vincula al Juez. b) Frente al hecho propio, no tiene auten -
ticidad, no tiene valor probatorio absoluto; pero sí tiene la máxima fuerza
de obligar en todo lo que perjudique al declarante (valor confesorio). No
prueba, pero releva de la prueba (a confesión de parte, relevación de
prueba)”15.

15 NUÑEZ LAGOS, Rafael; última obra citada, pág. 21.
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El Art. 993 del Código Civil dice: “El instrumento público hace
plena fe de hasta que sea argüido de falso, por acción civil o criminal, de
la existencia material de los hechos que el oficial público hubiese anun -
ciado como cumplidos por él mismo, o que han pasado en su presencia”.
Nótese que el artículo dice que hace fe de la existencia material del he-
cho (esto es, de su efectivo acaecimiento, en tanto evento que ocurre den-
tro de las coordenadas de tiempo y espacio y puede ser percibido senso-
rialmente), y no de las cualidades que puedan atribuirse al hecho, las que
no son materiales y por ende tampoco son perceptibles por los sentidos,
sino que forman parte del ámbito de los juicios como producto de una ac-
tividad psíquica, distinta a la percepción sensorial. (Véase al respecto la
nota al artículo)16.

Por su parte el artículo 994 dispone que “Los instrumentos públi -
cos hacen plena fe, no sólo entre las partes, sino contra terceros, en cuan -
to al hecho de haberse ejecutado el acto, de las convenciones, disposicio -
nes, pagos reconocimientos, etc., contenidos en ellos”, en referencia a la
existencia de tales hechos percibidos por el oficial público, y no a los vín-
culos obligacionales que los mismos generen o extingan. (Véase también
la nota al artículo)17.

Los efectos del instrumento público se dan en dos planos: en el
plano de la prueba (o fuerza de probar), y en plano de las obligaciones (o
fuerza de obligar). El plano de la prueba se refiere a la eficacia probatoria,
a la virtud que tiene el instrumento de acreditar, con presunción de auten-
ticidad hasta la argución de falsedad triunfante, la autenticidad de lo na-
rrado en él. El plano de las obligaciones se refiere a los vínculos obliga-
cionales que originan (y modifican y extinguen) las declaraciones de los
otorgantes.

Además, para hablar de los efectos del instrumento público
necesitamos previamente distinguir con relación a quiénes pretendemos
hacerlo valer, y así deberemos distinguir entre partes, sucesores
universales, sucesores singulares y terceros.

Y, finalmente, debemos diferenciar las distintas cláusulas que inte-
gran las manifestaciones contenidas en un instrumento público. Tales son:

16 Nota al Art. 993 Código Civil: “…Se habla de los hechos que por su oficio debe conocer el oficial
público en el acto de extender el instrumento; pero si un escribano, por ejemplo, dice que las par -
tes o el que otorga el acto estaba en su  pleno juicio, esta aserción no hace plena fe, y admite prue -
ba en contra”.

17 Nota al Art. 994 Código Civil: “…Es entendido que es de aquellas cosas de que el oficial público ha
adquirido certidumbre por sí mismo y que tenga misión de comprobar. La fe debida a los instru -
mentos públicos es la misma para todos; pero no así sus efectos, es decir, los derechos y las obliga -
ciones que hace nacer el acto”.
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cláusulas dispositivas, cláusulas enunciativas directas, y cláusulas enun-
ciativas indirectas.

Las cláusulas dispositivas son las que contienen los elementos tipi-
ficantes del acto o negocio. Así, por ejemplo, en una compraventa la
cláusula referente al precio, y la referente a la individualización del bien.

Las cláusulas enunciativas directas son las que, no obstante no
contener los elementos tipificantes del acto, se relacionan en forma inme-
diata con él ejerciendo su influencia. Ejemplo de estas cláusulas es la ma-
nifestación del origen del dinero con el que el comprador casado abona
el precio de la compraventa, origen que determinará el carácter propio o
ganancial del bien.

Las cláusulas enunciativas indirectas son las manifestaciones ac-
cesorias del acto, que  no contienen los elementos tipificantes, y que en
nada influyen sobre él. Por ejemplo, la misma manifestación del origen
del dinero en una compraventa en la que el comprador es soltero.

Una vez constituido el plexo de relaciones posibles podemos
efectuar el siguiente análisis: 

a) Fuerza de probar:

1. Documento en sí mismo (corporalidad, signos exteriores, papel,
sellos, etcétera): el instrumento público se prueba per se, no sólo entre las
partes sino también frente a todos los sucesores y los terceros, y sólo pue-
de impugnarse por argución de falsedad.

2. Contenido:
2.1. Manifestaciones auténticas: hacen plena fe contra todos, y só-

lo pueden  impugnarse por argución de falsedad.
2.2. Manifestaciones autenticadas:
2.2.1. Cláusulas dispositivas: hacen plena fe hasta que sea demos-

trada su insinceridad por acción de simulación (o fraude, si se dan sus re-
quisitos de procedencia) interpuesta por los terceros o por los sucesores.
Las partes pueden modificarlas o contradecirlas por contradocumento, pe-
ro tal contradocumento sólo es oponible entre ellas, a no ser que cumpla
con los requisitos de publicidad que determina el Art. 996 del Código Ci-
vil, caso en que adquiere oponibilidad a terceros y sucesores.

2.2.2. Cláusulas enunciativas directas: tienen igual fuerza probato-
ria que las cláusulas dispositivas.

2.2.3. Cláusulas enunciativas indirectas: valen como principio de
prueba por escrito, no hacen prueba completa.
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b) Fuerza de obligar:

1. Manifestaciones auténticas:
1.1. Actos liberatorios (por ejemplo, el hecho de efectuar un pago

en presencia del oficial público): hacen plana fe contra todos. El acreedor
debe probar la inautenticidad mediante argución de falsedad. 

1.2. Actos generadores de obligación (por ejemplo, el hecho de
recibir dinero en préstamo en presencia del oficial público): hacen plena
fe contra todos. El deudor debe probar la inautenticidad mediante argu-
ción de falsedad.

2. Manifestaciones autenticadas: 
2.1. Actos liberatorios (por ejemplo, la declaración de haberse

efectuado el pago antes de la audiencia): sólo es eficaz si proviene del
acreedor (quien se perjudica con la declaración). 

2.2. Actos generadores de obligación (por ejemplo, el reconoci-
miento de una deuda contraída fuera de la audiencia): sólo es eficaz si
proviene del deudor.

5. FE PUBLICA Y BUENA FE. FE PUBLICA Y VERDAD.
FE PUBLICA Y PLENA FE

Muchas veces se utilizan en forma indistinta, como si fueran sinó-
nimos, términos tan distintos como los mencionados en este capítulo.
Consideramos importante a esta altura de nuestro análisis realizar algunas
precisiones con referencia a estos institutos, tarea para la cual seguiremos
los lineamientos básicos establecidos por COUTURE18.

La buena fe es un estado psicológico colectivo, una cierta forma
de salud espiritual que lleva a los hombres a creer o confiar en la realidad
de las apariencias. La buena fe nos induce a creer que quien se acerca a
nosotros no lo hace para herirnos, sino para conversar; que la carta que
recibimos con la firma de nuestro amigo pertenece efectivamente a nues-
tro amigo; que el agente de policía que viste el uniforme es en realidad un
agente de policía, y no un usurpador. La buena fe es lo normal en la vida
psicológica, como la salud es lo normal en la vida fisiológica. La doctrina
civilista admite la buena fe como una forma de creencia ínsita en la vida
social, a diferencia de otra forma de buena fe, denominada “buena fe dili -
gencia” o “buena fe probidad”19.

18 COUTURE, Eduardo; obra citada, págs. 21-28.
19 ALSINA ATIENZA; Efectos jurídicos de la buena fe. Bs.As., 1935, págs. 68-75.
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Pero la fe pública no es una creencia, sino una aseveración califi-
cada. El oficial público cuyos documentos hacen fe asevera lo ocurrido
ante él, lo representa en el documento, y esa representación es tenida por
cierta dentro de los límites que determina el derecho positivo. No se trata
pues de la creencia de la comunidad, sino más bien de una declaración
dirigida a la comunidad para que crea bajo la fe del funcionario u oficial
que presenció los hechos.

Por su parte, fe pública no es sinónimo de verdad. Ninguna norma
otorga a los instrumentos públicos un valor de verdad incuestionable. Un
documento es una representación. Un hecho ocurre en presencia del ofi-
cial público, y éste lo representa, es decir, lo reconstruye mediante un  re-
lato escrito destinado a reproducir ese hecho para quienes están ausentes
de él por motivos de espacio o de tiempo. Pero en toda representación,
una vez diferenciados el hecho y el documento, el motivo y el relato que
lo reproduce, penetran nuevos elementos que no constituyen rigurosa-
mente verdad, sino voluntad. 

La fe pública recae, en determinadas circunstancias, sobre la ase-
veración de realidad, pero no recae en modo alguno sobre todo el conte-
nido del documento. Así, por ejemplo, la fe pública de la escritura no re-
cae sobre el contenido de la voluntad manifestada en ella, sino sobre la
manifestación de voluntad como un hecho, es decir, sobre el hecho mate-
rial de la declaración (el declarar). Fe pública no equivale a verdad. En el
mejor de los casos implica verdad en la representación de determinados
hechos: la manifestación de la voluntad, la manifestación de ciencia, el
hecho de haberse otorgado, etcétera. Pero esa verdad sólo constituye re-
presentación de representaciones. El oficial público, al certificar, repre-
senta lo que le ha dicho el otorgante. Pero lo que ha dicho el otorgante
sólo es, a su vez, una representación de lo que el otorgante sabe o quiere.

Por último, tampoco fe pública es sinónimo de plena fe. Cuando
hablamos de plena fe nos estamos refiriendo a una medida de eficacia
probatoria: la eficacia probatoria plena o completa. Lo que está probado
mediante instrumento que merezca plena fe no necesita de otra prueba.
Más allá de la plena fe no hay nada en materia probatoria.

Cuando hablamos de fe pública, en cambio, nos referimos a la au-
toridad del documento. La plena fe es una medida de eficacia probatoria:
la máxima eficacia probatoria. La fe pública es una calidad del documen-
to derivada del hecho de la participación del oficial público autorizante.
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